
LAS CUATRO PATAS DEL CABALLO DE
TROYA

DEL CONFLICTO DE LA VIVIENDA EN ESPAÑA

“Timeo Danaos et dona ferentes” .“Temo a los griegos incluso 
cuando traen regalos”.

Eneida de Virgilio (libro II, 49)

Introducción

Con esta frase, según relata Virgilio en su Eneida, advertía 
Laocoonte a los troyanos sobre el magnífico presunto regalo 
que éstos hallaron a sus puertas. Como es bien conocido esta 
legendaria historia de Homero ha cautivado la admiración de 
antiguos y de modernos, pasando a los anales de la Historia (con 
mayúscula) como la expresión más famosa del engaño malinten-
cionado y la astucia de los ambiciosos.

Duras palabras de entrada pueden parecer éstas a l@s lec-
tor@s de estas líneas, sobretodo asociadas a un problema tan 
sensible e importante como la necesidad de vivienda en nuestro 
país. No obstante, debo aclarar que, no pretendo impartir cáte-

Miguel Ángel Vicente Morales

Ganador Certamen Literario

Antonio Lázaro Cané edición 2025

Autor:



2

dra ni aburrir con tecnicismos jurídicos y 
la inacabable doctrina y jurisprudencia al 
respecto, pues… doctores tiene la Iglesia. 
Tan solo me gustaría compartir con to-
d@s algunas reflexiones sobre este asun-
to y la solución propuesta por nuestros 
Legisladores y Gobernantes con la Ley 
12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a 
la vivienda (en adelante, Ley de Vivienda).

Ciertamente, tenemos en España una 
situación compleja con respecto al pro-
blema habitacional especialmente en los 
últimos años. La combinación del incre-
mento sostenido de los precios del alqui-
ler desde 2014, la escasez de la oferta de 
viviendas disponibles y el incremento más 
que notable de la demanda de las mismas, 
ha provocado que la vivienda haya pasado 
al primer plano de las preocupaciones de 
la ciudadanía.

Frente al problema, el gobierno de Es-
paña propone algo prácticamente inédito 
y sorprendente en nuestro país: la Ley de 
vivienda. Una norma tan ambiciosa en su 
propósito como ineficaz en la práctica, 
por supuesto, en mi humilde opinión la 
cual apoyo en las cuatro patas de este ca-
ballo de Troya normativo:

1.	 Inseguridad jurídica: Conflic-
tos de competencia y confusión de 
conceptos

Una de las principales debilidades de 
esta norma es la fragmentación de com-
petencias entre las del Estado y las de las 
Comunidades Autónomas. Por un lado, el 
artículo 149.1 de la Constitución vigen-
te (en adelante CE) deja muy claro que 
el Estado es competente exclusivamente 
para garantizar la igualdad de todos los 
españoles en el ejercicio de sus derechos y 
libertades. No obstante, el artículo 148.1.3 
CE reconoce a las Comunidades Autó-
nomas la capacidad de asumir las com-
petencias en materia de vivienda, cosa 
que la mayoría ya ejerce. Esta dicotomía 
puede parecer que no es sustancial a pri-
mera vista pues un reparto competencial 

eficiente y claro debería funcionar como 
una maquinaria bien engrasada. Lamenta-
blemente esto no ocurre así. En el asunto 
que nos ocupa, alguna Comunidad Autó-
noma, excedió sus competencias antes de 
ser promulgada esta Ley. Como pueden 
imaginar, es el caso de Cataluña, donde la 
Generalitat aprobó la Llei

11/2020 con el objetivo principal de 
limitar el precio de los alquileres. Como 
también es bien conocido el Tribunal 
Constitucional declaró la inconstituciona-
lidad parcial de dicha norma. Obviamen-
te, no hace falta decir que ya era sabido 
por todos los que nos dedicamos al ámbi-
to inmobiliario en Cataluña, que esa nor-
ma autonómica vulneraba los preceptos 
constitucionales. Y digo más, me atrevo 
a aseverar que quien la dictó también lo 
tenía claro.

En cuanto a los conceptos mal defini-
dos, el más claro, aunque no el único, es el 
de “gran tenedor”. La Ley de vivienda en 
su artículo 3 dice:

“k) Gran tenedor: a los efectos de lo 
establecido en esta ley, la persona física o 
jurídica que sea titular de más de diez in-
muebles urbanos de uso residencial o una 
superficie construida de más de 1.500 m2 
de uso residencial, excluyendo en todo 
caso garajes y trasteros. Esta definición 
podrá ser particularizada en la declaración 
de entornos de mercado residencial ten-
sionado hasta aquellos titulares de cinco o 
más inmuebles urbanos de uso residencial 
ubicados en dicho ámbito, cuando así sea 
motivado por la comunidad autónoma en 
la correspondiente memoria justificativa.”

Pues bien, en Cataluña, naturalmente, 
el límite ya no son más de 10, es decir 11, 
tal como establece la norma para el caso 
general, sino el límite inferior más bajo 
posible, o sea 5 (incluida la vivienda ha-
bitual).

Pero esto no es lo peor. La interpreta-
ción del significado de las palabras “ser 
titular de”, han causado un terremoto 
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sísmico-jurídico entre la interpretación 
de la Generalitat: (cualquier porcentaje 
de titularidad de cualquier vivienda = 1, 
incluida la habitual y la de los Jueces de 
1ª Instancia de la Provincia de Barcelona 
(solamente el porcentaje de proporcione 
al titular el poder de disposición de una 
vivienda = 1). Traducido a un lenguaje 
entendible, si tengo un 15% cuenta como 
si tuviese el 100% de una vivienda. y para 
la otra interpretación debo tener el 51% 
para que cuente como 1 vivienda. No se 
pueden imaginar las terribles consecuen-
cias que ocasiona esta confrontación de 
interpretaciones, pues, la situación jurí-
dica cambia radicalmente si se considera 
gran tenedor o no. En estos momentos, 
aunque les ha sido solicitado repetidas ve-
ces al Ministerio de Vivienda que se pro-
nuncie en este concepto, no se ha obteni-
do ninguna respuesta.

2.	 Ineficiencia de las medidas de 
limitación de precios del alquiler

Probablemente, esta sea una las debili-
dades más flagrantes y significativas de la 
Ley de vivienda. Y conste que no lo dice 
un servidor sino eminentes especialistas, 
por ejemplo:

“En la formulación de esta tipología de nor-
mas, no aparece ningún indicio que se tengan en 
cuenta la evidencia científica”. (Marsh, Gibb, 
Soaita, 2022:19)

“La regulación de las rentas del alquiler, a 
pesar de ser bastante popular entre los economis-
tas, no desaparece en el debate político sobre su 
regulación dado que suelen ser populares entre 
los votantes si su adopción no implicaba gastos 
gubernamentales directos” (Jofre, J., Martínez, 
R, Segú, M.)

“Se considera que además de evitar un dis-
pendio presupuestario, es una política fácil de 
publicitar, entender, y rápida regulación” (Gar-
cía Montalvo, J., Monrás, J, y Raya, JM, 
2023:20)

Todas estas citas son seleccionadas 
por un gran experto como es Carles Sala  
Roca, Doctor en Derecho por la Universi-
dad Autónoma de Barcelona, exsecretario 
de Vivienda de la Generalitat de Catalun-
ya y Director del Área Jurídica del Colegio 
de APIs de Barcelona.

Pero no se trata solo de opiniones por 
muy cualificadas que sean. Los datos ha-
blan por sí solos. El fracaso estrepitoso 
de la limitación introducida en Alemania 
en 2015, el llamado allí Mietpreisbremse, y 
específicamente en la ciudad de Berlín en 
2020. Un estudio de 2019 ya había cons-
tatado que la oferta de pisos en alquiler 
había caído un 25% después de la entrada 
en vigor de dicha medida.

En la experiencia de Cataluña, es alta-
mente ilustrativo el estudio publicado por 
ESADE “Los efectos de la limitación de 
precios de los alquileres en Cataluña”  en 
febrero de 2023 por José García Montal-
vo, Joan Monràs y Josep Maria Raya. En 
el mismo, se concluye que la regulación 
de los precios del alquiler motivada por la 
aplicación de la ley 11/2020 provocó un 
encarecimiento significativo de las vivien-
das más baratas, sobre todo los que se 
encontraban por debajo del precio de re-
ferencia. Además, el estudio de ESADE, 
aseguraba que en los hogares con menos 
poder adquisitivo de la norma actuó en 
sentido contrario a lo que se buscaba. En 
el precio del alquiler de las viviendas más 
caras la regulación sí tuvo efecto y provo-
có una insuficiente bajada del precio en 
torno al 5%. El estudio también apuntaba 
que la oferta de vivienda para alquilar dis-
minuyó un 10% y concluye que los pro-
blemas en el mercado de la vivienda no se 
deben a la existencia de grandes tenedo-
res, sino a la carencia de oferta.

En definitiva, la limitación de precios 
sólo ha conseguido una contracción del 
mercado por la reducción drástica de la 
oferta de viviendas para alquilar lo cual 
unido a la falta de construcción de pisos 
nuevos presenta un panorama dramático 
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para todos aquellos que necesitan una vi-
vienda y no tienen posibilidad de adquirir.

3.	 La carga tributaria del arren-
dador, el riesgo de impago y las trabas 
procesales

Hasta el momento, el panorama para 
el propietario – arrendador, especialmen-
te para el pequeño propietario, (quien no 
necesariamente es un multimillonario es-
peculador), ya resulta bastante complejo. 
Sin embargo, aún puede empeorar.

Efectivamente, la Ley de vivienda 
ofrece, en su Disposición Final Segunda, 
maravillosas ventajas fiscales a los arren-
dadores. Y esta vez no es pura ironía. A 
saber: reducciones fiscales del rendimien-
to neto positivo (apartado 2 del artículo 
23 de la Ley del IRPF). Aunque, de en-
trada, la genérica existente del 60% ha 
bajado al 50%. Se introducen para los 
nuevos contratos firmados a partir del 26 
de mayo de 2023 con efectos por prime-
ra vez en la pasada declaración de Renta 
del ejercicio 2024, suculentas reducciones 
incrementadas al 60% (obras de rehabili-
tación), al 70% (inquilinos entre 18 y 35 
años) e incluso hasta el 90% (contratos 
de entrada para 10 años), las dos últimas 
cuando la finca se encuentra en zona ten-
sionada. Cada de ellas tiene asociada una 
contraprestación a cargo del propietario 
como las que indico entre paréntesis por 
ejemplo y por resultar muy exhaustivo.

Por tanto, teniendo en cuenta todos 
los elementos que actúan en perjuicio 
del propietario arrendador: 1.- limitación 
impuesta del precio a pactar (índices de 
zona tensionada); 2.- limitación también 
a la cláusula de actualización (actualmen-
te IRAV si inferior al IPC); 3.- riesgo de 
impago; 4.- dificultad para recuperar la 
posesión en caso de incumplimiento del 
contrato (el famoso concepto de “in-
quiocupación”); 5.-costes añadidos tan-
to en seguros que cubran eventualidades 
varias, tanto siniestros, como impagos, 
vandalismo u otras situaciones que inevi-

tablemente limitan la rentabilidad; 6.- so-
brecarga fiscal histórica de la propiedad 
inmobiliaria.

La conclusión lógica para cualquier pe-
queño propietario acaba siendo optar por 
vender la propiedad y, en consecuencia, 
tensionar aún más el mercado del alquiler 
al reducir la oferta.

4.	 Inacción  de  la  administra-
ción  y  política populista

La última pata de este caballo de Troya 
normativo que es la Ley de vivienda, tiene 
que ver no solo con la deficiente técnica 
legislativa empleada sino, sobre todo, por 
la vacuidad en su contenido. En palabras 
sencillas: exceso de literatura y declaracio-
nes de intenciones y pocas medidas efec-
tivas.

Después de muchos años sin construir 
ni impulsar la creación de un parque de 
viviendas adecuado, las crisis económicas 
sobrevenidas han precipitado la contrac-
ción del mercado.

Por su parte, las medidas como, por 
ejemplo, el control de precios únicamen-
te responden a una voluntad política de 
agradar a la galería. Fácil y barato le re-
sulta al gobernante tomar medidas como 
las que contiene la Ley de vivienda sin 
apenas dotación presupuestaria para su 
cumplimiento, trasladando hábilmente la 
responsabilidad de la crisis al sector priva-
do culpabilizando a los propietarios y ten-
sionado no sólo el mercado sino también 
las relaciones sociales entre la ciudadanía.

El mensaje populista cala fácilmente en 
el ideario del pueblo y resulta muy atrac-
tivo equiparar al mismo nivel jurídico un 
derecho fundamental como es el dere-
cho de propiedad (artículo 33 del capítulo 
segundo del Título I CE) con un princi-
pio rector de la política social y eco-
nómica como es el derecho a disfrutar de 
una vivienda digna (artículo 47 del capítu-
lo tercero del Título I CE). Cabe recordar 
aquí que el mismo artículo 47 CE tam-
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bién establece que son los poderes públi-
cos sobre quienes recae el mandato cons-
titucional de proveer vivienda digna y que 
la ausencia e insuficiencia de viviendas de 
protección social no tiene más responsa-
ble que la propia Administración Pública.

Por supuesto, el derecho de propiedad 
actual reconoce y debe reconocer la fun-
ción social de la propiedad, tal como nos 
explica acertadamente el doctor Carles 
Sala Roca en su estudio “El derecho de 
propiedad y los límites de la función so-
cial en el alquiler de viviendas” . No obs-
tante, el derecho a una vivienda digna no 
puede traducirse en que sea lícito usurpar 
la propiedad por la fuerza ni siquiera por 
razón de vulnerabilidad por mano privada 
o por mano pública. Por cierto, que la Ley 
de vivienda no contempla en absoluto ni 
una mención al fenómeno de la “okupa-
ción”, principal preocupación de cual-
quier propietario que tiene una vivienda 
sin utilizar directamente, aunque sea una 
segunda residencia o en ocasiones incluso 
su primera vivienda en caso de ausencia 
temporal.

Conclusión

¿Cómo acabar estas breves reflexiones, 
insisto sin ninguna pretensión de ensayo 
científico,  al respecto de la Ley 12/2023 
por el derecho a la vivienda?

Podríamos hacer una interpretación 
generosa y concluir que se trata de una 
colección de proclamas bienintenciona-
das. No obstante, la ausencia de dotación 
presupuestaria, la deficiencia de técnica 
legislativa, la confusión de conceptos, y la 
discriminación causada por la delegación 
de aspectos fundamentales en las Comu-
nidades Autónomas, hace pensar otra 
cosa.

Una gran oportunidad perdida, nacida 
de la ausencia de consenso entre los dife-
rentes agentes que intervienen la proble-
mática de la vivienda. Una visión corto-
placista enfocada a comprar votos en una 
materia que representa un eje fundamen-

tal del Estado del Bienestar en nuestro 
país y que debería tener una proyección 
de estrategia a largo plazo. Un castigo, no 
sólo a los propietarios de viviendas en al-
quiler sino, especialmente, a los candida-
tos a inquilinos que han visto reducida la 
oferta para ofrecer una vivienda digna a 
un precio asequible.

¡Ni las más altas y poderosas murallas 
de los principios y garantías en defensa de 
los derechos de los ciudadanos, nos de-
fenderán contra la astucia de los políticos 
y el ansia de recaudación de las múltiples 
administraciones tributarias que soporta-
mos, al igual que las murallas de Troya no 
evitaron la conquista y destrucción a ma-
nos de los ambiciosos griegos!
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